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VISTOS

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el representante de la defensa, contra la sentencia mediante la cual el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, condenó al ciudadano FEHN por las conductas punibles de acceso carnal abusivo con menor de catorce años agravado, en concurso heterogéneo con actos sexuales con menor de catorce años agravado.

ANTECEDENTES

Los hechos génesis de la presente actuación fueron puestos en conocimiento de la Fiscalía el 24 de Noviembre de 2004, mediante denuncia instaurada por la ciudadana Abigail Serrano Nieto, la cual expresó que el día 22 de ese mismo mes su hermano FEHN había abusado sexualmente de la hija de él M.A.H.R. y de su esposa Brigideth Alexandra Rodríguez Villa, en presencia de su hijo menor E.H.R. de siete años de edad, luego de suministrarles sustancias tranquilizantes y/o alucinógenas a la primera y a la señora Brigideth Alexandra,  madre de aquella. 
Mediante providencia del 26 de enero de 2009, la titular de la acción penal dictó resolución de acusación en contra de FEHN, como probable autor de las conductas punibles antes referidas y una vez cumplidas las ritualidades del juicio, la instancia fue finiquitada con la sentencia mediante la cual se le condenó, en cuya contra se alzó la defensa a través del recurso de apelación.
IMPUGNACIÓN

El togado aunque reconoce la gravedad del hecho, solicita absolución alegando la falta de certeza sobre la responsabilidad del acusado que exige el artículo 232 C. de P. Penal, porque existen dudas que se deben resolver en su favor.

Expuso que la declaración del menor víctima E.H.R., fue obtenida con vulneración de los derechos del acusado, porque éste manifestó ante el funcionario receptor que no era su intención declarar, sin embargo se le formularon preguntas coaccionando sus respuestas, la condena de FEHN ha sido edificada por el juez a quo con base en tal manifestación, y cita apartes de la sentencia de primer grado, para referir la apreciación que de su testimonio se hizo en ella.

Anota que al niño le asistió el derecho para negarse a declarar, conforme con la prerrogativa que le confieren los artículos 33 de la C. Política y 267 del C. de P. Penal y con tan atrabiliario proceder vició irremediablemente esa prueba testifical, la convirtió en prueba ilícita y como tal carece de eficacia probatoria por expreso mandato del artículo 29 de la Carta Constitucional, es nula de pleno derecho y de ahí que el testimonio o declaración del menor ante el Consulado no pueda ser valorado en este asunto.

Como segundo aspecto, cualifica como ‘testimonio de oídas’ a lo vertido por Brigideth Alexandra Rodríguez Villa, de quien dice negó categóricamente que se hubiese presentado por parte de su esposo algún comportamiento criminal con respecto a su hija o con relación a ella misma. 

Destacó la negativa de declarar de la menor ofendida M.A.H.R., dice que el Cónsul comisionado para la práctica de su interrogatorio trató de obligarla a testificar y trascribe el aparte pertinente.

Un tercer hecho disidente lo fundamenta en lo consignado por el fallador de instancia, al destacar que los testigos no presenciaron directamente los hechos, de manera que quedan sólo las versiones que entregó el niño E.H.R. a su tía Abigail Serrano Nieto y a su abuela Luz Dary Villa Loaiza sobre los hechos ocurridos supuestamente en su hogar el día 22 de noviembre de 2004, por lo que -sostiene- la tía y la abuela vienen a ser unos ‘testigos de oídas’ y así se consignó en la sentencia atacada, cuando refirió que: “… aunque la abuela materna de los menores, la madre ofendida y de la denunciante no presenciaron directamente los hechos”.

Por último, el togado define lo que es una ‘declaración sobre palabras’ es decir, que el testigo de oídas no declara por ciencia propia sino que sólo sirve para probar que escucharon un relato de la persona presuntamente ofendida y señala que debe tenerse como obsoleto el ‘testimonio de oídas’ y por tanto opera el principio ‘in dubio pro reo’ dada la precariedad probatoria por cuanto se convierte en prueba ilegal la versión del menor y se presentan testigos que generan radical incertidumbre.

CONSIDERACIONES 

1. Competencia:

En virtud de los factores objetivo, territorial y funcional, la Sala es competente para conocer y decidir sobre la apelación interpuesta contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, de conformidad con el numeral 1° del artículo 76 de la Ley 600 de 2000 que rige este trámite procesal.

2. Problema jurídico:

Los puntos sometidos a consideración de la Corporación se circunscriben a determinar (i) si la providencia aquí atacada se encuentra ajustada a derecho, en cuyo caso habrá de impartírserle confirmación, o (ii) si le asiste razón a la defensa, evento en el cual se impondrá su abrogación para proferir la correspondiente decisión absolutoria. 

SOLUCIÓN 

1. De la solicitud de exclusión probatoria:

El problema jurídico propuesto por el recurrente consiste en determinar en primer lugar, si el testimonio del menor E.H.R ante el Cónsul General Central en Nueva York, era susceptible de ser valorado por el juez de instancia, o por el contrario, al haberse obtenido con inobservancia de los presupuestos procesales para su producción, se desconocen los lineamientos de los artículos 280 de la Ley 600 de 2000 y 29 de la Carta Política respectivamente, circunstancias generadoras de nulidad de pleno derecho que indefectiblemente conllevan a su exclusión, carencia ante la cual, se debe acudir a los demás medios de prueba allegados al generarse la duda en su favor y de contera, la necesidad en declarar la absolución del acusado.

Al respecto la Corte Suprema de Justicia ha precisado la regla general mediante la cual se determina la prohibición de valoración probatoria o cláusula de exclusión de prueba ilícita, la que opera cuando el juez toma en cuenta al adoptar el fallo, un medio de convicción practicado o allegado con vulneración del conjunto de garantías mínimas que integran el debido proceso, ante lo cual incurre en un yerro subsanable, sin que sea posible aducir como excepción justificante la prevalencia del interés general ni la necesidad imperante de averiguar la verdad
.

Sin embargo, si bien es cierto que es sancionable con la cláusula de exclusión cualquier irregularidad que implique la afectación de un derecho o garantía fundamental, también lo es que no toda anomalía en la producción, formación o práctica de la prueba es susceptible de generar esa consecuencia jurídica, ya que algunas de ellas se traducen en desconocimiento de una simple formalidad.

La alta Corporación se ha pronunciado al respecto y ha dicho que la exclusión opera de diversas maneras y genera consecuencias distintas, según se trate de prueba ilícita o de prueba ilegal.

“… Se entiende por la primera –ilícita-, la obtenida: a) con desconocimiento de los derechos fundamentales de las personas, tales como: i) dignidad humana, ii) debido proceso, iii) intimidad, iv) no autoincriminación, v) solidaridad íntima y; b) la sometida para su producción, práctica o aducción a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie del medio de convicción así logrado”.

“Esta clase de prueba sin otra consideración, de manera forzosa debe ser excluida y no podrá hacer parte de los elementos de persuasión sometidos al escrutinio racional del juez en la adopción de la decisión del asunto bajo su discernimiento, actividad primaria de verificación de la validez, donde el operador de justicia no puede anteponer su discrecionalidad, so pretexto de la prevalencia de los intereses sociales.

“En otro sentido, la segunda clase de prueba –ilegal o irregular-, se genera, cuando en su producción, práctica o aducción  en los actos de investigación se desconocen los presupuestos legales esenciales, pero a diferencia de la anterior, sólo debe ser excluida como lo indica el artículo 29 superior, cuando el juez determine, que el requisito pretermitido le es fundamental, carencia que trasciende hasta soslayar el debido proceso, pues la simple omisión de formalidades y previsiones legislativas insustanciales por sí solas, no facultan la supresión del medio de prueba”.

Encuentra esta Colegiatura que en el momento en que el funcionario delegado por el Consulado General Central en Nueva York realizó el cuestionario pertinente emitido por la Fiscalía General de la Nación, pasó por encima de la manifestación expuesta por el menor E.H.R de no querer declarar en contra de su progenitor cuyo derecho se encuentra consagrado en el artículo 33 de la Carta Constitucional y 28 del C.P.P. y al respecto debió abstenerse de realizar el inserto de preguntas y respetar los requisitos preceptuados en el artículo 280 del código de procedimiento penal (ley 600 de 2000), mas frente a esta omisión por parte del funcionario que interroga, se debe considerar como nula de pleno derecho la prueba testimonial y por ende excluirse de la actuación procesal.

Sobre el tema la Sala de Casación Penal ha precisado:

“En el primer caso, el error gira alrededor de la validez jurídica de la prueba, o lo que es igual, de su existencia jurídica (concepto que no debe ser equiparado con el de existencia material), y suele manifestarse de dos maneras: a) cuando el juzgador, al apreciar una determina prueba, le otorga validez jurídica porque considera que cumple las exigencias formales de producción, sin llenarlas (aspecto positivo); y, b) cuando se la niega, porque considera que no las reúne, cumpliéndolas (aspecto negativo)
 
Por tanto, quien así lo alega reconoce la existencia material del medio de prueba, pero en su aducción la controvierte por el desconocimiento del debido proceso y su legalidad en las etapas de formación e incorporación al asunto.

Como resultado de la corrección que ahora se hace del dislate, se dispone sustraer la valoración que en ese sentido se realizó en el fallo, sin embargo, es pertinente manifestar que el recurrente se limitó a denunciar el supuesto error de legalidad de la prueba, pero omitió demostrar (con argumentos fehacientes ante la necesaria exclusión de las apreciaciones realizadas con ocasión del medio de prueba –testimonio inexistente-), si los restantes medios de conocimiento resultarían insuficientes para llegar al grado de certeza racional requerido para proferir una sentencia condenatoria, es decir, no acreditó que las restantes pruebas testimoniales e indiciarias legalmente allegadas al proceso, como lo concluye el juez de primera instancia, tales como, documentos -dictámenes médicos aportados al sumario-, testimonios de oídas y los indicios de presencia oportunidad y móvil, resulten insuficientes para demostrar la responsabilidad de FEHN. 

Encuentra la Sala que el recurrente para hacer la censura, partió de un supuesto fáctico contrario a la realidad de los hechos, ya que la diligencia practicada el siete de julio dos mil seis, de ninguna manera constituye el único elemento de juicio con que cuenta la actuación para condenar por el delito sexual. Por ejemplo, además de la declaración cuestionada, obran en el expediente los relatos contenidos en la denuncia instaurada por Abigail Estella Serrano Nieto
, el de la abuela de los menores victimas señora Luz Dary Villa Loaiza
, la historia médica de la niña M.A.H.R. emitida por la Clínica Risaralda
 y el dictamen de medicina legal sucrito por el galeno Hernán Villa Mejía
 que ratificó la narración que sobre los hechos suministró la víctima cuando fue examinada en el Instituto Nacional de Medicina Legal. 

De esta forma, la Sala encuentra que aun en el evento de aplicar la regla de exclusión respecto del testimonio de E.H.R por violación de algún derecho fundamental, quedaría material probatorio suficiente para confirmar la atribución tanto fáctica como jurídica formulada por la Fiscalía en la resolución de acusación.

2. Los testimonios ‘de oídas’ e ‘in dubio pro reo’:

Superado el escollo frente al juicio de valor emitido por el a quo, corrobora la Sala como se acaba de reseñar, que el juzgador de instancia arribó a la certeza racional respecto de la responsabilidad de FEHN como autor responsable de los delitos de acceso carnal abusivo con incapaz de resistir agravado y actos sexuales abusivos con menor de catorce años agravado, también por considerar y como primer motivo de persuasión, la existencia de elementos de convicción incuestionables que corresponden a las declaraciones rendidas por las señoras Abigail Estella Serrano Nieto y Luz Dary Villa Loaiza -tía y abuela respectivamente de los menores víctimas-, los indicios de presencia, motivo y oportunidad, además del material documental probatorio.

Así que contrario a lo que arguye la defensa, no encuentra esta Sala en qué medida se afecta la validez de un testimonio, por no haber presenciado las deponentes Serrano Nieto y Villa Loaiza el preciso momento delictivo, cuando del relato de estas personas y en especial del examen efectuado por el médico legista a la víctima, se desprende sin lugar a equívocos que la conducta del procesado fue planeada de tal manera que sólo después de lo acontecido tanto la una como la otra se percataron de la realización de un delito contra la libertad, integridad y formación sexuales, así como de la necesidad de denunciar al procesado.

Por las reglas de la experiencia se sabe que toda acción relativa a la sexualidad se desarrolla en un espacio de privacidad, asegurando con ello que otras personas no perciban aquellos actos, salvo que se practiquen en grupo. Por ello debemos considerar válidas las declaraciones de la señora Abigail Serrato Nieto -tía de los menores ofendidos y hermana del infractor- y de la señora Luz Dary Villa -abuela materna de las victimas-, de acuerdo con los criterios de la sana crítica, máxime cuando no existen otros medios de prueba que impongan su desvalor probatorio.

Es necesario precisar que la credibilidad del testimonio no se supedita solamente a condiciones de generalidad y universalidad, sino a la ponderación por parte del operador judicial de los aspectos indicados en el artículo 277 (criterios para su apreciación), tales como, la naturaleza del objeto percibido, el estado de sanidad de los sentidos por los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se percibió, la personalidad del declarante, la forma como hubiere declarado y las singularidades que puedan observarse en la versión, también aplicable a los testigos indirectos.

Frente al planteamiento defensivo, hay que marcar una diferencia en el sentido de que uno es el llamado ‘testigo de oídas’ que se limita a transmitir lo que le llegó por información de tercera persona y otro es el indirecto, quien sin haberse percatado del momento en que se ejecutó la conducta criminosa, percibe hechos o situaciones posteriores a su ejecución, de los cuales se supone fundadamente la existencia del acto punible y estos últimos adquieren mayor trascendencia, cuando son armonizados con prueba documental, que en su conjunto brindan certeza.
Y eso fue precisamente lo ocurrido en primera instancia, cuando el juez llegó a esta conclusión como producto del examen concertado de todos los elementos de juicio incorporados, tales como la historia clínica allegada, dictamen sexológico médico legal y los testimonios de las señoras Serrato Nieto y Villa Loaiza, a partir de allí estructuró los indicios necesarios para establecer la certeza de la existencia material de la conducta y de la responsabilidad penal del procesado.
Para esta Corporación, el cardumen probatorio permite un razonamiento lógico que evidencia los indicios de presencia, motivo y oportunidad en cabeza del acusado; el primero porque éste se encontraba en el lugar de los hechos; el segundo por la manera como se preparó y comportó para materializar los vejámenes; y el último porque la víctima principal se encontraba en estado de indefensión en que fue postrada de manera premeditada con actos preparativos de la conducta punible.

El testimonio rendido por la hermana del sindicado nos da a conocer que ella presenció los hechos inmediatamente posteriores a la ejecución de la conducta, tales como encontrar a Brigideth Alesandra y a M.A.H.R. en estado de somnolencia sobre sus respectivas camas, semidesnudas, observar las lesiones corporales en un seno y glúteos de la menor y vestigios materiales en su genital, todos producto del acceso carnal, de tal manera que acompasados con el dictamen del perito adscrito al Instituto de Medicina Legal y lo concerniente de la historia clínica, permite la demostración plena de la existencia del hecho punible y la responsabilidad del acusado FEHN, por ser la única persona masculina adulta que se encontraba en aquella casa de habitación, sin desatender que de él manifestó observarlo semidesnudo, solo cubierto con una toalla.

La prueba de responsabilidad contra FEHN es indirecta, pero no deja duda de su culpabilidad dolosa sin que se pueda ignorar la admisión del testimonio proveniente de la señora Brigideth Alexandra de haber estado su esposo en el lugar de los hechos, donde fue agredida en su libertad, integridad y formación sexuales la menor M.A.H.R., a partir de lo cual, junto con la versión de la abuela de la víctima, son pruebas suficientes indicativas de la presencia del procesado en ese inmueble y la oportunidad para delinquir, de tal manera que se configuran así los presupuestos contenidos en el artículo 232 de la Ley 600 de 2000.
Debemos enfatizar en que a juicio del sentenciador, se estructuró como indicio concurrente, los vestigios materiales del hecho de los que dio fe la señora Abigail Estella Serrato Nieto, al haber afirmado encontrar a su hermano FEHN a medio vestir y luego de preguntar qué pasaba, éste se mostró nervioso, evasivo y aduciendo disculpas salidas de contexto.

Los testimonios no pueden ser redargüidos de sospechosos, no obstante el vínculo de familiaridad entre testigo y víctima, y de otro lado, en el proceso no existe prueba indicativa de intención malsana o proclive para perjudicar al procesado con esta grave sindicación, como tampoco se plantea en la investigación otra hipótesis delictiva, diferente a señalar a FEHN como el único responsable de tan desarreglada conducta.

Toda la prueba con exclusión del testimonio del menor E.H.R., incluida la indirecta, conduce a señalar al señor FEHN como el trasgresor penal y no se debe olvidar que el hecho se convirtió en una situación de dominio en la familia Hernández Rodríguez, aunque aprecia la Sala que el paso del tiempo y la nueva ubicación de las personas afectadas con la conducta punible, los ha llevado a una especie como de perdón y olvido, situaciones de espacio y tiempo que influyen notoriamente para que las propias ahora se abstengan de hacer pronunciamiento en torno a los hechos. Esta misma actitud no puede esperarse del operador judicial a quien le asiste la obligación de proferir la decisión que en derecho corresponda con fundamento en el material probatorio.
Otro de los recursos defensivos, consiste en considerar que a los testimonios de Serrato Nieto y Villa Loaiza se les está elaborando un falso juicio de raciocinio. Para dilucidar el asunto, es necesario acudir a la ilustración trazada por la Corte Suprema de Justicia:
“… esta clase de error se presenta cuando a una prueba que existe legalmente y es valorada en su integridad, el juzgador le asigna un mérito o fuerza de convicción con trasgresión de los axiomas de la sana crítica; es decir, los principios de la lógica, las reglas de la experiencia y las leyes de la ciencia.

“Esta especie de dislate exige al demandante indicar cuál postulado científico, de la lógica o máxima de la experiencia fue desconocido por el juez; además, demostrar la trascendencia de ese yerro, de modo que sin él, el fallo hubiera sido diferente; y concomitantemente indicar cuál era el aporte científico correcto, el raciocinio lógico o la deducción por experiencia que debió aplicarse para esclarecer el asunto debatido” 
.
En el mismo sentido, el Máximo Tribunal expuso:
“Comprobar que el juez abandonó la razón, convirtió su arbitrio en escueta liberalidad, se alejó del diario discurrir, de la lógica o de las directrices que, aun cuando eventualmente relativas, ha signado una ciencia o una disciplina. Y, a renglón seguido, es  imprescindible señalar con pruebas cuál ha debido ser la ‘razón aplicable’, la lógica, la ciencia o la experiencia a las que se ha debido acudir en el caso concreto”
.

La sala encuentra desacertado sostener que se origina la construcción de un falso raciocinio por el hecho de estar sustentado el fallo de primera instancia en testimonios indirectos entre otros medios de prueba, ya que como lo ha reiterado la Corte Suprema de Justicia, ningún principio de la sana crítica impone descalificar prima facie, un medio de convicción de esa naturaleza.

Así lo ha expresado la Corte:
“Si bien es cierto ‘el testigo de oídas, lo único que puede acreditar es la existencia de un relato que otra persona le hace sobre unos hechos (…) y que generalmente ese concreto elemento de convicción no responde al ideal de que en el proceso se pueda contar con pruebas caracterizadas por su originalidad, que son las inmediatas’, tampoco ‘implica lo anterior que dicho mecanismo de verificación deba ser rechazado; lo que ocurre es que frente a las especiales características en precedencia señaladas, es necesario estudiar cada caso particular, analizando de manera razonable su credibilidad de acuerdo con las circunstancias personales y sociales del deponente, así como las de la fuente de su conocimiento, si se ha de tener en cuenta que el testigo de oídas no fue el que presenció el desarrollo de los sucesos y que por ende no existe un real acercamiento al hecho que se pretende verificar’. 

No observa esta célula judicial, ni el recurrente lo demuestra, la existencia de vulneración de las reglas de la sana crítica al momento de valorar los medios de prueba recaudados, que condujeron al a quo a encontrar acreditadas con el grado de certeza, tanto la materialidad de la conducta como la responsabilidad penal de FEHN, motivo por el cual el fallo de condena debe mantenerse.
Por último, la Sala abordará en forma oficiosa el tema de la dosificación punitiva al observar que se ha valorado por el a quo la circunstancia de agravación prevista en el numeral 4º del artículo 211 del C. Penal, la cual se aplicó desconociendo el precedente constitucional contenido en la Sentencia C-521 de 2009, cuya aplicación retroactiva se impone por favorabilidad para el procesado, en tanto no es posible que concurra la causal de incremento punitivo referida, porque se violaría el principio del non bis in ídem. Así se plasmó:
 “En suma, los delitos de acceso carnal en menor de catorce años y de acto sexual abusivo en menor de catorce años, en su misma descripción típica indican que la lesividad del comportamiento punible estriba en que se perpetran en personas menores de catorce años. Si esto es así, ninguno de los comportamientos requiere ser agravado cuando recaiga en persona menor de catorce años, pues la agravación ya fue tenida en cuenta en la descripción típica. En consecuencia, desde un punto de vista teleológico, el artículo 211 numeral 4° del Código Penal es constitucional, al interpretarlo en el sentido de que no está llamado a agravar conductas que no requieren agravación puesto que ya de suyo la lesividad del comportamiento fue valorada por el legislador en el tipo penal.  Pero, además, desde una perspectiva sistemática, el artículo 211 numeral 4° tiene un efecto útil, ya que tiene aplicabilidad, siempre que sea posible, en presencia de alguno cualquiera de los demás artículos del Título IV”.
Cierto es que con ocasión de la expedición de la Ley 1236 de 2008, el artículo 2º modificó el contenido del 211 del Código Penal, frente a las circunstancias de agravación para los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, precisando que la pena se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando se realice sobre persona menor de 14 años, a voces del numeral 4º.

Sometida al tamiz de la constitucionalidad, efectivamente la Guardiana de la Carta determinó que imponer tal carga en las conductas atentatorias contra la libertad, integridad y formación sexuales en menores de 14 años, tendría una doble sanción, porque precisamente se llega a la consecuencia jurídica de su infracción dado que la persona afectada ostenta aquella edad. En consecuencia condicionó su exequibilidad a que tal agravante no rige para los delitos previstos en los artículos 208 y 209 del estatuto represor.

Por tal razón, el Tribunal dará plena observancia a la disposición constitucional del canon 31, toda vez que la jurisdicción y competencia adquirida por gracia del recurso, si bien se circunscribe a los puntos materia del mismo, ello no impide afectar la determinación revisada en los aspectos que resulten favorables al procesado.
La decisión cuya dosimetría sancionatoria adoptada en el fallo y que será objeto de modificación en lo desfavorable acusado, partió de la base de cuarenta y ocho meses por la infracción al artículo 208, la cual subió en dieciséis por razón de la causal aquí analizada, y respecto del atentado contra la regla 209 también hizo un incremento de doce meses por igual concepto, cifras estas que deben ser deducidas, de tal suerte que a los noventa meses infligidos se les debe restar los veintiocho, con lo cual la pena aflictiva de la libertad quedará definitivamente en sesenta y dos (62) meses, quantum al cual queda modificada igualmente la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE

Primero: Modificar los numerales primero y segundo de la parte resolutiva de la sentencia materia de alzada, en el sentido de condenar a FEHN, de condiciones personales y sociales conocidas, a la pena corporal de sesenta y dos (62) meses de prisión, en su condición de autor responsable de los delitos de acceso carnal abusivo con menor de catorce años y actos sexuales con menor de catorce años, materia de las presentes diligencias. A esta misma proporción se reduce la accesoria de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas.
Segundo: Confirmar el fallo impugnado, en lo demás.

Contra esta determinación procede el recurso extraordinario de Casación.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO


JORGE ARTURO CASTAÑO D.
Magistrado




Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado




Secretario
�  Sentencia de 23 de julio de 2001, radicación No. 13810.


� Sentencia de 2 de marzo de 2005, radicación No. 18103 y Auto del 23 de abril de 2008, Radicado No. 29.416.


� Sentencias de casación de 23 de abril de 2008, radicación No. 24102 y de 7 de septiembre de 2006,   radicación No. 21529.


�  Sentencia de casación de 2 de marzo de 2005, radicación No. 18103.


� Sentencia de 27 de febrero de 2001, Radicación No. 15402.


� Folio 1 ibídem.


� Folios 103-105 íbidem. 


� Folio 9 y 10 de la actuación principal.


� Folio 7 y 8 de la actuación principal.


�	 Sentencia de casación de 1º de junio de 2009, Proceso No. 26836. 


�	 Sentencia de casación de 19 de julio de 2006, Proceso No. 23191.


� Sentencia de casación de 29 de febrero de 2008, radicación No. 25259. 
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